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EXP. N° 20969-2018-0-1801-JR-LA-13 (Expediente Electrónico) 

S.S.:  

YANGALI IPARRAGUIRRE 

VASCONEZ RUIZ 

ALMEIDA CARDENAS 

 

 
Vista de la Causa: 14/01/2020 
 

 

 

SENTENCIA DE VISTA 

Lima, catorce de enero de dos mil veinte.- 

 
VISTOS: Observando las formalidades previstas por el artículo 131° del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, interviene como 
ponente el señor Juez Superior Yangali Iparraguirre , por lo que esta Octava 
Sala Laboral emite resolución con base en lo siguiente: 
 

I. PARTE EXPOSITIVA: 

I.1.  Objeto de la revisión 

Viene en revisión a ésta instancia el recurso de apelación interpuesto por la 
parte demandada, BBVA BANCO CONTINENTAL , contra la Sentencia N° 166-
2018-13° JTPL/PJLL LEY N° 29497 contenida mediante Resolución N° 02, de 
fecha 05 de junio de 2019, en el cual se declaró fundada en parte, declarando 
lo siguiente: 
 
a) Declarar la constitución de un despido incausado, el cual fuera realizado el 
22 de setiembre de 2018, ordenando la reposición a su puesto de trabajo o uno 
de similar categoría. 
b) Ordenar la improcedencia del pedido de rechazo de la demanda y declarar 
fundado la solicitud de sustracción de la materia, ordenando la conclusión del 
proceso en el extremo referido al cese de actos de hostilidad. 

Sumilla: A nivel constitucional, el Tribunal Constitucional ha desarrollado 
jurisprudencialmente la figura jurídica del Despido Fraudulento, el cual se 
constituirá  cuanto: a) se imputa al trabajador hechos notoriamente 
inexistentes, falsos o imaginarios, b) se le atribuye una falta no prevista 
legalmente, vulnerando el principio de tipicidad, e) se produce la extinción 
de la relación laboral con vicio de la voluntad o d) mediante la fabricación 
de pruebas. 
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c) Condenar a la parte demandante en el pago de costas y costos procesales 
en base a 2UIT, más el 5% en beneficio del Colegio de Abogados de Lima. 
 

I.2. Del recurso de apelación (expresión de los agravios) 

La parte demandada, BBVA BANCO CONTINENTAL,  en su recurso de 
apelación refiere que la resolución impugnada a incurrió en diversos errores, 
señalado los siguientes agravios: 
 

i. El despacho incurre en error de interpretación y falta de motivación 
dentro de su resolución, por cuanto no toda denegatoria de ingreso al 
personal no constituye la consumación de un despido incausado 
(realizado el 22 de setiembre de 2018), pues el procedimiento 
disciplinario aún se ha mantenido vigente. No se ha considerado que el 
demandante ya se encontraba incurso en un procedimiento sancionador, 
por lo que no se encontraba obligado a su centro de labores. (Agravio N° 
01) 

ii. No se ha considerado que el trabajador ha sido despedido por una 
causal de falta grave, por cuanto se realizaron depósitos fraudulentos en 
beneficio de la señora Olivia Oruñña conforme a una venta ficticia y cuya 
información ha sido tergiversada al empleador. (Agravio N° 02) 
 

II. PARTE CONSIDERATIVA:  

PRIMERO.- En lo que respecta a los límites de las facultades  de este 
colegiado al resolver el recurso de apelación.-  De conformidad con el 
artículo 364° del Código Procesal Civil, de aplicac ión supletoria al presente 
proceso laboral, el recurso de apelación tiene por objeto que el órgano 
jurisdiccional superior examine los fundamentos vertidos por el órgano 
jurisdiccional de primera instancia, a solicitud de parte o tercero legitimado, la 
resolución que les produzca agravio, con el propósito de que sea anulada o 
revocada, total o parcialmente.  

Así, conforme a la aplicación del principio contenido en el aforismo latino 
tantum devolutum quantum apellatum, la competencia del Superior sólo alcanzará 
a ésta y a su tramitación; por lo que, corresponderá a este órgano 
jurisdiccional  circunscribirse únicamente al análisis de la resolución 
impugnada, pronunciándose respecto a los agravios contenidos en el escrito. 

..................... 

 
CONSIDERACIONES PREVIAS: GARANTIAS CONSTITUCIONALES  

SEGUNDO.- El Derecho Constitucional al Debido Proceso.-  La doctrina 
procesalista y constitucionalista ha sostenido que el Debido Proceso, regulado 
en el inciso 3) del artículo 139° de la Constitució n Política del Perú, es un 
Derecho Fundamental de toda persona –peruana o extranjera, natural o 
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jurídica- y no solo un principio o derecho de quienes ejercen la función 
jurisdiccional o administrativa1, en donde se comparte el doble carácter de los 
derechos fundamentales: es un derecho subjetivo y particular exigible  por una 
persona, y es un derecho objetivo, en tanto que asume una dimensión 
institucional a ser respetado por todos, debido a que lleva implícitos los fines 
sociales y colectivos de la justicia2. Con ello, el referido colegiado 
constitucional, conforme a lo señalado en los expedientes N° 00090-2004-
AA/TC, N° 3421-2005-HC/TC, N° 1656-2006-PA/TC, N° 5 627-2008-PA/TC, N°  
2906-2011-PA/TC y N° 5037-2011-PA/TC, ha observado que:  

”El Debido Proceso es un derecho fundamental de carácter instrumental que se 
encuentra conformado por un conjunto de derechos esenciales (como el derecho de 
defensa, el derecho a probar, entre otros) que impiden que la libertad y los derechos 
individuales sucumban ante la ausencia o insuficiencia de un proceso o procedimiento, 
o se vean afectados por cualquier sujeto de derecho (incluyendo al Estado) que 
pretenda hacer uso abusivo de éstos (…) Está  concebido  como  el  cumplimiento 
de  todas  las garantías, requisitos y normas de orden público que deben observarse en 
las instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos los administrativos, a 
fin de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos 
ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. Vale decir que cualquier 
actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea éste 
administrativo -como en el caso de autos- o jurisdiccional, debe respetar el debido 
proceso legal (…) El derecho fundamental al debido proceso no puede ser entendido 
desde una perspectiva formal únicamente; es decir, su tutela no puede ser reducida al 
mero cumplimiento de las garantías procesales formales. Precisamente, esta 
perspectiva desnaturaliza la vigencia y eficacia de los derechos fundamentales, y los 
vacía de contenido. Y es que el debido proceso no sólo se manifiesta en una dimensión 
adjetiva -que está referido a las garantías procesales que aseguran los derechos 
fundamentales-, sino también en una dimensión sustantiva -que protege los derechos 
fundamentales frente a las leyes y actos arbitrarios provenientes de cualquier 
autoridad o persona particular. En consecuencia, la observancia del derecho 
fundamental al debido proceso no se satisface únicamente cuando se respetan las 
garantías procesales, sino también cuando los actos mismos de cualquier autoridad, 
funcionario o persona devienen en arbitrarios.” 

Además, se deberá analizar con criterio de conciencia, que también en la 
Tutela Procesal Efectiva – en el cual forma parte el Debido Proceso- la  
razonabilidad y proporcionalidad de una medida adoptada –en sede 
administrativa o judicial- se circunscribe como una garantía mínima que los 
particulares y el propio Estado deberán considerar, pues, en su dimensión 
sustancial, permite que estas garantías mínimas (los cuales no se limitan a los 
derechos fundamentales reconocidos de manera expresa en la Constitución) se 

                                                 
1 Para la autora Eugenia Ariano Deho sostiene que un Debido Proceso es aquel que incorpora garantías 
mínimas, asegurando a las partes un tratamiento paritario, una paridad de armas al interior del mismo 
proceso, pero además, es debido el proceso cuando es conocido por un juez auténticamente independiente 
e imparcial. Texto citado por ABAD YUPANQUI SAMUEL B, “El Proceso Constitucional de Amparo”, 
Edit. Gaceta Jurídica, Lima, 2017, Pág. N° 366.    
2 REYNALDO BUSTAMANTE, “Derechos Fundamentales y Proceso Justo”, Lima, 2001, Pág. 236, 
citado por LANDA ARROYO CESAR, “La Constitucionalización del Derecho, El Caso del Perú”, Edit. 
PALESTRA, Lima, 2018, Pág. N° 498. 
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extiendan a aquellos derechos que se funden en la dignidad humana (artículo 
3° de la Constitución Política),o que sean esencial es para cumplir con su 
finalidad3.  
 
TERCERO.- Sobre la Motivación de las Resoluciones Judiciales .- El  inciso 
5) del artículo 139° de la Constitución Política de l Perú prescribe que toda 
resolución emitida por cualquier instancia judicial, incluido el Tribunal 
Constitucional, se deberá encontrar debidamente motivada, en donde 
manifestará en los considerandos la ratio decidendi que fundamenta la 
decisión, la cual deberá contar –por ende- con los fundamentos de hecho y de 
derecho que expliquen por qué se ha resuelto de tal o cual manera4. Con ello, 
la exigencia de que las resoluciones judiciales se encuentren motivadas o 
fundamentadas, por un lado, informa sobre la manera en que se está llevando 
a cabo la actividad jurisdiccional, y –por otro lado- constituye un derecho 
fundamental para que los justiciables ejerzan de manera efectiva su defensa5; 
pero, también se deberá analizar con criterio de conciencia que el mismo no 
garantizará una determinada extensión de la motivación, pues solamente 
deberá existir un suficiente sustento fáctico, jurídico y probatorio en la decisión 
a asumir, es decir,  una relación entre lo pedido y lo resuelto. 
 
Con tal finalidad, mediante los Expedientes N° 4215 -2010-PA/TC , N° 01230-
2002-HC/TC y N° 08125-2005-HC/TC, el citado colegia do constitucional ha 
sostenido en reiterada jurisprudencia por el cual: 
 
”La jurisprudencia de este Tribunal ha sido constante al establecer que la exigencia de 
que las decisiones judiciales sean motivadas “garantiza que los jueces, cualquiera sea 
la instancia a la que pertenezcan, expresen el proceso mental que los ha llevado a 
decidir una controversia, asegurando que el ejercicio de la potestad de administrar 
justicia se haga con sujeción a la Constitución y a la ley; pero también con la finalidad 
de facilitar un adecuado ejercicio del derecho de defensa de los justiciables (…) De este 
modo, la motivación de las resoluciones judiciales se revela tanto como un principio 
que informa el ejercicio de la función jurisdiccional, así como un derecho 
constitucional que asiste a todos los justiciables” (…) El derecho a la motivación de las 
resoluciones judiciales no garantiza una determinada extensión de la motivación, por 
lo que su contenido constitucional se respeta, prima facie, siempre que exista: a) 
fundamentación jurídica, que no implica la sola mención de las normas a aplicar al 
caso, sino la explicación y justificación de por qué tal caso se encuentra o no dentro de 
los supuestos que contemplan tales normas; b) congruencia entre lo pedido y lo 
resuelto, que implica la manifestación de los argumentos que expresarán la  
conformidad entre los pronunciamientos del fallo y las pretensiones formuladas por las 
partes; y, c) que por sí misma exprese una suficiente justificación de la decisión 
adoptada, aun si esta es breve o concisa, o se presenta el supuesto de motivación por 
remisión”. 
 

                                                 
3 Ibídem, Pág. 514. 
4 Idem, Pág. N° 532. 
5 Ibidem, pág. 532 
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Asimismo, en lo que respecta al contenido esencialmente protegido del 
Derecho Constitucional a la Motivación de las Resoluciones Judiciales, tal 
colegiado sostiene que:  
 
“El Tribunal Constitucional ha formulado una tipología de supuestos en los cuales 
dicho contenido resulta vulnerado, como es el caso de la sentencia recaída en el 
Expediente N.º 03943-2006-PA/TC, en la que el Tribunal reconoció las siguientes 
hipótesis de vulneración: 

  
a)  Inexistencia de motivación o motivación aparente 
b)  Falta de motivación interna del razonamiento, que se presenta en una doble 

dimensión: por un lado, cuando existe invalidez de una inferencia a partir de 
las premisas que establece previamente el Juez en su decisión; y, por otro, 
cuando existe incoherencia narrativa, que a la postre se presenta como un 
discurso absolutamente confuso incapaz de transmitir, de modo coherente, las 
razones en las que se apoya la decisión. Se trata, en ambos casos, de 
identificar el ámbito constitucional de la debida motivación mediante el 
control de los argumentos utilizados en la decisión asumida por el juez o 
tribunal, ya sea desde la perspectiva de su corrección lógica o desde su 
coherencia narrativa. 

c)  Deficiencias en la motivación externa; justificación de las premisas, que se 
presenta cuando las premisas [normativa y fáctica] de las que parte el Juez no 
han sido confrontadas o analizadas respecto de su validez fáctica o jurídica 
[según corresponda]. 

d) La motivación insuficiente, referida básicamente al mínimo de motivación 
exigible atendiendo a las razones de hecho o de derecho indispensables para 
asumir que la decisión está debidamente motivada. Si bien, como ha 
establecido este Tribunal, no se trata de dar respuestas a cada una de las 
pretensiones planteadas, la insuficiencia, vista aquí en términos generales, 
sólo resultará relevante desde una perspectiva constitucional si es que la 
ausencia de argumentos o la “insuficiencia” de fundamentos resulta 
manifiesta a la luz de lo que en sustancia se está decidiendo. 

e) La motivación sustancialmente incongruente. El derecho a la tutela judicial 
efectiva y, en concreto, el derecho a la debida motivación de las sentencias, 
obliga a los órganos judiciales a resolver las pretensiones de las partes de 
manera congruente con los términos en que vengan planteadas, sin cometer, por 
lo tanto, desviaciones que supongan modificación o alteración del debate 
procesal (incongruencia activa). Desde luego, no cualquier nivel en que se 
produzca tal incumplimiento genera de inmediato la posibilidad de su control 
mediante el proceso de amparo. El incumplimiento total de dicha obligación, es 
decir, el dejar incontestadas las pretensiones, o el desviar la decisión del marco 
del debate judicial generando indefensión, constituye vulneración del derecho a 
la tutela judicial y también del derecho a la motivación de la sentencia 
(incongruencia omisiva). 
  

De manera que, si bien no todo ni cualquier error en el que eventualmente incurra una 
resolución judicial constituye automáticamente la violación del contenido 
constitucionalmente protegido del derecho a la motivación de las resoluciones 
judiciales, cierto es también que el deber de motivar constituye una garantía del 
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justiciable frente a la arbitrariedad judicial y garantiza que las resoluciones no se 
encuentren justificadas en el mero capricho de los magistrados, sino en datos objetivos 
que proporciona el ordenamiento jurídico o los que se derivan del caso”. 
 
CUARTO.- Sobre el Derecho Constitucional a la Defensa.-  De conformidad 
con el inciso 14) del artículo 139º de la Constitución Política del Perú, en todas 
las etapas de un procedimiento judicial o administrativo sancionatorio6 no se 
podrá privar la defensa de un imputado mediante una regulación procedimental 
o mediante un acto curso que permita prohibir o restringir7 el derecho a la 
defensa de un ciudadano en protección de sus intereses.  
 
Asimismo, se precisa que el Derecho de Defensa contiene dos principios 
relevantes propios del Derecho Penal (incluidos en el Derecho Constitucional): 
el principio de contradicción y el principio acusatorio, en donde el primero exige 
que el imputado conozca de manera clara los hechos precisos que se le 
imputan, mientras que el segundo exige que el órgano encargado de la 
acusación fiscal sea distinto al jugador y que se lleve el proceso en observancia 
de las normas que rigen el proceso penal peruano8; además precisar que el 
juez o el fiscal deberán indagar sobre los cargos formulados en contra del 
procesado, y por otros, se permita al procesado formular, con el asesoramiento 
de un abogado, los alegatos en su defensa con el objeto de desvirtuar los actos 
imputados. 
 
Tal como lo ha señalado la jurisprudencia nacional, en base a lo resuelto en el 
Exp. N° 6648-2006-HC/TC, el Tribunal Constitucional , conforme a lo recaído en 
el Exp. N° 05085-2006-AA/TC, ha referido pues: 
 
“En tanto derecho fundamental, se proyecta como principio de interdicción para 
afrontar cualquier indefensión y como principio de contradicción de los actos 
procesales que pudieran repercutir en la situación jurídica de alguna de las partes, sea 
un proceso o procedimiento, o en caso de los terceros con interés” 
 
Asimismo, en la sentencia referida al Exp. 06648-2006-HC/TC se precisa que: 
 
“Los justiciables, en la protección de sus derechos y obligaciones, cualquiera sea su 
naturaleza (civil, mercantil, penal, laboral, etc.), no queden en estado de indefensión. 
El contenido esencial del derecho de defensa queda afectado cuando, en el seno de un 
proceso judicial, cualquiera de las partes resulta impendida, por actos concretos de los 
órganos judiciales, de ejercer los medios necesarios, suficientes y eficaces para 
defender sus derechos e intereses legítimos”. 
 
QUINTO.-  Sobre el Principio de Razonabilidad y Proporciona lidad.-  Ahora 
bien, en lo que respecta a la aplicación de los principios de razonabilidad y 

                                                 
6 Aspecto ya descrito la sentencia espedida por el Tribunal Constitucional a través del Exp. N° 08280-
2006-PA/TC al referirse que “(…) ninguna norma privada regulatoria de un proceso sancionatorio y 
ningún acto en el curso del mismo pueden prohibir o restringir el ejercicio de este derecho (…)” 
7  LANDA ARROYO CESAR, “La Constitucionalización del Derecho, El Caso del Perú”, Edit. 
PALESTRA, Lima, 2018, Pág. N° 521. 
8 Ibidem, pág. 523 
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proporcionalidad de la medida, se podrá apreciar que la misma es 
consustancial al Estado Social y Democrático de Derecho (configurado en los 
artículos 3º y 43º  Constitución Política del Perú), pues se ha plasmado 
expresamente en el artículo 200° de la carta magna,  en donde su naturaleza se 
sujetará en las estrategias para resolver conflictos de principios 
constitucionales y orientar al juzgador hacia una decisión que no sea arbitraria 
sino justa; por ello, el principio de razonabilidad parece sugerir una valoración 
respecto del resultado del razonamiento del juzgador expresado en su decisión, 
mientras que el procedimiento para llegar a este resultado sería la aplicación 
del principio de proporcionalidad con sus tres sub principios: de adecuación, de 
necesidad y de proporcionalidad en sentido estricto o ponderación9. 
 
Para ello, se deberá tener claramente presente que si bien es verdad que la  
discrecionalidad  tiene  su  justificación en el propio Estado de Derecho, puesto 
que atañe a los elementos de oportunidad, conveniencia, necesidad o utilidad; 
conforme a las valoraciones técnicas que concurren en una gran parte de las 
actuaciones de la administración estatal10; pero se deberá tener presente que 
                                                 
9 LANDA ARROYO CESAR, “La Constitucionalización del Derecho, El Caso del Perú”, Edit. 
PALESTRA, Lima, 2018, Pág. 514. 
10 Para ello, en el Exp. N°  0090-2004-AA/TC, el Tribunal Constitucional ya ha descrito que  "(...) De 
conformidad con los mandatos de la Constitución o la ley, la discrecionalidad está sujeta a los grados de 
arbitrio concedidos, los cuales pueden ser mayor, intermedio o menor(...) La discrecionalidad mayor es 
aquélla en donde el margen de arbitrio para decidir no se encuentra acotado o restringido por concepto 
jurídico alguno. Por ende, el ente administrativo dotado de competencias no regladas se encuentra en la 
libertad de optar plenariamente. Dicha discrecionalidad, en lo esencial, está sujeta al control político y, 
residualmente, al control jurisdiccional, en cuanto a la corroboración de su existencia institucional o 
legal, su extensión espacial y material, tiempo de ejercicio permitido, forma de manifestación jurídica y 
cumplimiento de las formalidades procesales. La discrecionalidad intermedia  es aquélla en donde el 
margen de arbitrio se encuentra condicionado a su consistencia lógica y a la coherencia con un concepto 
jurídico indeterminado de contenido y extensión. La discrecionalidad menor es aquélla en donde el 
margen  de arbitrio se encuentra constreñido a la elección entre algunas de las  variables 
predeterminadas por la ley.(...)Ahora bien, la discrecionalidad puede vincularse a algunas de las cuatro 
materias siguientes:  
La discrecionalidad normativa.- Consiste en el arbitrio para ejercer la potestad de reglamentar las leyes 
sin transgredirlas ni desnaturalizarlas. Como consecuencia del ejercicio de dicha competencia, un ente 
administrativo puede dictar reglamentos institucionales, en donde se establezcan los aspectos referidos a 
la  organización y funcionamiento administrativo, así como las responsabilidades y derechos de los 
funcionarios y servidores públicos a él adscritos; reglamentos ejecutivos, que tienen por finalidad 
principal la especificación de detalles y demás aspectos complementarios de una ley; y reglamentos 
autónomos, que no se fundan directamente en una ley, aunque coadyuvan al cumplimiento de tareas 
atribuciones o funciones encomendadas por ella.  
La discrecionalidad  planificadora.- Se la entiende como el arbitrio para la selección de alternativas de 
soluciones en aras de alcanzar racionalidad y eficiencia administrativa. Para tal efecto, será necesario 
determinar la relación de objetivos, políticas, programas y procedimientos compatibles con los recursos 
materiales y humanos disponibles.  

La discrecionalidad política.- Es el arbitrio de la determinación de la dirección y marcha del Estado. 
Por ende, tiene que ver con las funciones relacionadas con el curso de la acción política, los objetivos de 
gobierno y la dinámica del poder  gubernamental.  Para tal efecto, define las prioridades en lo relativo a 
políticas gubernamentales y al ejercicio de las competencias de naturaleza política. Dicha 
discrecionalidad opera en el campo de la denominada cuestión política; por ello, se muestra dotada del 
mayor grado de arbitrio o libertad para decidir. Es usual que ésta opere en asuntos vinculados con la 
política exterior y las relaciones internacionales, la defensa nacional y el régimen interior, la concesión 
de indultos, la conmutación de penas, etc.  
Esta potestad discrecional es usualmente conferida a los poderes constituidos o a los organismos 
constitucionales.  
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el requisito de razonabilidad deberá excluir necesariamente la arbitrariedad, 
pues la  exigencia de razonabilidad es la búsqueda de la solución justa de cada 
caso. Por lo tanto, se concluye que una decisión arbitraria, contraria a la razón 
(entendiendo que en un sistema de derecho positivo la razonabilidad de una 
solución está determinada por las normas y principios que lo integran, y no sólo 
por principios de pura razón), será esencialmente antijurídica. 
 
Por ello, se aprecia que el concepto de arbitrario aparejará tres acepciones 
igualmente proscritas por el derecho: a) lo arbitrario entendido como decisión 
caprichosa, vaga e infundada desde la perspectiva jurídica; b) lo arbitrario 
entendido como aquella decisión despótica, tiránica y carente de toda fuente de 
legitimidad; y c) lo arbitrario entendido como contrario a los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad jurídica; de ahí que desde el principio del 
Estado de Derecho, surgiese el principio de interdicción de la arbitrariedad, el 
cual tiene un doble significado: 

  
a)   En un sentido clásico y genérico, la arbitrariedad aparece como el 

reverso de la justicia y el derecho.  
b)   En un sentido moderno y concreto, la arbitrariedad aparece como lo 

carente de fundamentación objetiva; como lo incongruente y 
contradictorio con la realidad que ha de servir de base a toda decisión. 
Es decir, como aquello desprendido o ajeno a toda razón de explicarlo. 

  
En consecuencia, lo arbitrario será todo aquello carente de vínculo natural con 
la realidad. 
 
SEXTO: De esta manera, se deberá analizar con criterio de conciencia, que 
también en la Tutela Procesal Efectiva – en el cual forma parte el Debido 
Proceso- la  razonabilidad y proporcionalidad de una medida adoptada –en 
sede administrativa o judicial- se circunscribe como una garantía mínima que 
los particulares y el propio Estado deberán considerar, pues, en su dimensión 
sustancial, permite que estas garantías mínimas (los cuales no se limitan a los 
derechos fundamentales reconocidos de manera expresa en la Constitución) se 
extiendan a aquellos derechos que se funden en la dignidad humana (artículo 
3° de la Constitución Política),o que sean esencial es para cumplir con su 
finalidad11.  
 
Así, en el Exp. N° 2192-2004-AA/TC y N° 02250-2007- AA/TC, el referido 
órgano jurisdiccional en materia constitucional -TC- prescribió: 
 
“El principio de razonabilidad o proporcionalidad es consustancial al Estado Social y 
Democrático de Derecho, y está configurado en la Constitución en sus artículos 3º y 
43º, y plasmado expresamente en su artículo 200°, último párrafo. Si bien la doctrina 
suele hacer distinciones entre el principio de proporcionalidad y el principio de 
razonabilidad, como estrategias para resolver conflictos de principios constitucionales 

                                                                                                                                               
La discrecionalidad técnica.- Se define como el arbitrio para valorar o seleccionar, dentro de una 
pluralidad de opciones, un juicio perito o  un procedimiento científico o tecnológico(...)" 
11 LANDA ARROYO CESAR, “La Constitucionalización del Derecho, El Caso del Perú”, Edit. 
PALESTRA, Lima, 2018, Pág. 514. 
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y orientar al juzgador hacia una decisión que no sea arbitraria sino justa; puede 
establecerse, prima facie, una similitud entre ambos principios, en la medida que una 
decisión que se adopta en el marco de convergencia de dos principios constitucionales, 
cuando no respeta el principio de proporcionalidad, no será razonable. En este sentido, 
el principio de razonabilidad parece sugerir una valoración respecto del resultado del 
razonamiento del juzgador expresado en su decisión, mientras que el procedimiento 
para llegar a este resultado sería la aplicación del principio de proporcionalidad con 
sus tres sub principios: de adecuación, de necesidad y de proporcionalidad en sentido 
estricto o ponderación(…)”.  
 
Asimismo, a través de los expedientes N° 0090-2004- AA/TC y N° 2192-2004-
AA/TC, el propio TC ha reiterado el presente criterio, en cuanto: 
 
 "(...) Las determinaciones administrativas que se fundamentan en la satisfacción del 
interés público son también decisiones jurídicas, cuya validez corresponde a su 
concordancia con el ordenamiento jurídico. En ese orden de ideas, tales decisiones, 
incluso cuando la ley las configure como “discrecionales”, no pueden ser 
“arbitrarias”, por cuanto son sucesivamente jurídicas y, por lo tanto, sometidas a las 
denominadas reglas de la crítica racional (...) Es por ello que la prescripción de que 
los actos discrecionales de la Administración del Estado sean arbitrarios exige que 
éstos sean motivados; es decir, que se basen necesariamente en razones y no se 
constituyan en la mera expresión de la voluntad del órgano que los dicte (...) Dichas 
razones no deben ser contrarias a la realidad y, en consecuencia, no pueden 
contradecir los hechos relevantes de la decisión. Más aún, entre ellas y la decisión 
necesariamente debe existir consistencia lógica y coherencia (...) En ese contexto, al 
Tribunal Constitucional  le corresponde verificar que existan dichas razones, que éstas 
no contradigan los hechos determinantes de la realidad y que tengan consistencia 
lógica y coherente con los objetivos del acto discrecional (...)".  
 
SETIMO: Del principio constitucional de Interdicción de l a Arbitrariedad.- 
La noción del Principio de Interdicción de la Arbitrariedad es el reconocimiento 
de la  presencia de arbitrariedad, esto es, una medida o actuación que rebasa 
la razonabilidad y proporcionalidad dentro del ejercicio de la función pública, 
pues la misma podrá limitar la forma de aplicación del derecho o la actuación 
de las partes en beneficio de sus propias arbitrariedades.  
 
Al respecto, en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, se ha precisado 
que - a través de las sentencias recaídas en el Exp. N° 0090-2004-AA/TC y N° 
0090-2004-AA/TC, que la interdicción de la arbitrariedad se circunscribe que: 
 
"(...) Del principio del Estado de Derecho surgiese el principio de interdicción de la 
arbitrariedad, el cual tiene un doble significado: 
a) En un sentido clásico y genérico, la arbitrariedad aparece como el reverso de la 
justicia y el derecho. 
b) En un sentido moderno y concreto, la arbitrariedad aparece como lo carente de 
fundamentación objetiva; como lo incongruente y contradictorio con la realidad que ha 
de servir de base a cada decisión. Es decir, como aquello desprendido o ajeno a toda 
razón de explicarlo. 
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En consecuencia, lo arbitrario será todo aquello carente de vínculo natural con la 
realidad” 
 
En donde, se aprecia que el concepto descrito, se circunscribe a la figura de: 
 
“El concepto de arbitrario apareja tres acepciones igualmente proscritas por el 
derecho: a) lo arbitrario entendido como decisión caprichosa, vaga e infundada desde 
la perspectiva jurídica; b) lo arbitrario entendido como aquella decisión despótica, 
tiránica y carente de toda fuente de legitimidad; y c) lo arbitrario entendido como 
contrario a los principios de razonabilidad y proporcionalidad jurídica(...)” 
 
En base a los fundamentos expuestos, con relación a los derechos 
fundamentales descritos, se procederá al desarrollo jurídico de cada agravio 
formulado.  
 

..................... 

 
CONSIDERACIONES SOBRE EL CONFLICTO JURIDICO ESPECIF ICO 
 
OCTAVO:  Sobre la acreditación de una causa justa en materi a de 
Despido.- Respecto al mismo cabe referir que el Derecho al Trabajo encuentra 
reconocimiento en el artículo 22° de la Constitució n Política del Estado, 
derecho constitucional que independientemente del régimen laboral que se 
trate implica dos aspectos: 1) el acceder a un puesto de trabajo; y 2) el derecho 
a no ser despedido sin causa justa contemplada en la Ley, aspecto relevante 
para estos autos en tanto importa la proscripción de ser despedido salvo por 
causa justa, brindando protección al trabajador contra el despido arbitrario. 
 
De esta manera, en los artículos 31° y 32° de la Le y de Productividad y 
Competitividad Laboral, se regula el procedimiento formal que debe observar todo 
empleador, cuando un trabajador incurre en la comisión de faltas graves; como 
una garantía del derecho constitucional del derecho al debido proceso , que 
implica tanto el otorgamiento del trabajador de la real posibilidad del ejercicio de su 
derecho constitucional de defensa, como la observancia ineludible del principio de 
inmediatez, así como la motivación de la falta grave en cuestión. De esta manera, 
si el empleador no respeta el procedimiento previo -tal como es la presentación del 
pre aviso de despido- la sanción aplicable será invalida y se sujetará a una 
indemnización por despido arbitrario, para ello, se podrá apreciar que -en la 
sentencia recaída en el Exp. N° 02939-2012-PA/TC- e l TC ha reiterado que: 
 
"(...) El artículo 31º de la referida norma legal establece que el empleador no podrá 
despedir por causa relacionada con la conducta o con la capacidad del trabajador sin 
antes otorgarle por escrito un plazo razonable no menor de seis días naturales para 
que pueda defenderse por escrito de los cargos que se le formulare, salvo aquellos 
casos de falta grave flagrante en que no resulte razonable tal posibilidad o de treinta 
días naturales para que demuestre su capacidad o corrija su deficiencia(...)". 
  
En efecto la falta grave se califica como la infracción por el trabajador de los 
deberes esenciales que emanan del contrato de trabajo, de tal índole, que haga 
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irrazonable la subsistencia de la relación laboral y para su configuración se 
requiere la concurrencia de tres (3) elementos: i) La infracción de los deberes 
esenciales del trabajador, establecidos en el contrato de trabajo; el cual por su 
naturaleza reconoce derechos, como también imponer obligaciones que deben 
ser cumplidos por el trabajador; y en éste último caso debe tratarse de deberes 
esenciales establecidas respecto del empleador; ii) La gravedad de la falta del 
trabajador; que según el artículo 25º de la LPCL, debe ser “De tal índole, que 
haga irrazonable la subsistencia de la relación”; para ello se requiere la 
concurrencia de cuatro elementos calificativos de la falta grave: oportunidad, 
objetividad, causalidad y proporcionalidad; iii) La legitimidad de la imposición 
de la sanción podrá ser apreciada entonces, no sólo en base a la causa 
alegada y a los hechos invocados, sino también en relación a la existencia de 
una prueba y a la objetividad de la misma. 
 
NOVENO: Para ello, para poder determinar la viabilidad jurídica de una 
indemnización en caso no se observe una causa adecuada o justificada 
prevista en la ley, se deberá tener presente que la misma ha derivado de una 
protección constitucional reconocida en el artículo 27° de la Constitución 
Política del Perú, por parte del Tribunal Constitucional, pues a través de los 
Exp. N° 1124-2001-AA/TC, N° 976-2001-AA/TC y N° 206 -2005-AA/ TC (tal 
como lo referido en el caso Eusebio Llanos Huasco) se ha precisado que: 

"(…) El artículo 27º de la Constitución contiene un "mandato al legislador" 
para establecer protección "frente al despido arbitrario". Tres aspectos 
deben resaltarse de esta disposición constitucional: 

a. Se trata de un mandato al legislador 
b. Consagra un principio de reserva de ley en garantía de la regulación de 

dicha protección. 
c. No determina la forma de protección frente al despido arbitrario, sino que la 

remite a la ley. 

Sin embargo, cuando se precisa que ese desarrollo debe ser "adecuado", se 
está resaltando -aunque innecesariamente- que esto no debe afectar el 
contenido esencial del derecho del trabajador. En efecto, todo desarrollo 
legislativo de los derechos constitucionales presupone para su validez el que 
se respete su contenido esencial, es decir, que no se desnaturalice el derecho 
objeto de desarrollo. Por esta razón, no debe considerarse el citado artículo 
27º como la consagración, en virtud de la propia Constitución, de una 
"facultad de despido arbitrario" hacia el empleador. 

Por este motivo, cuando el artículo 27º de la Constitución establece que la 
ley otorgará "adecuada protección frente al despido arbitrario", debe 
considerarse que este mandato constitucional al legislador no puede 
interpretarse en absoluto como un encargo absolutamente abierto y que 
habilite al legislador una regulación legal que llegue al extremo de vaciar de 
contenido el núcleo duro del citado derecho constitucional. Si bien es cierto 
que el legislador tiene en sus manos la potestad de libre configuración de los 
mandatos constitucionales, también lo es que dicha potestad se ejerza 
respetando el contenido esencial del derecho constitucional. Una opción 
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interpretativa diferente sólo conduciría a vaciar de contenido el mencionado 
derecho constitucional y, por esa razón, la ley que la acogiera resultaría 
constitucionalmente inadmisible. 

Para el Tribunal Constitucional no se trata de emplazar el problema desde 
la perspectiva de la dualidad conceptual estabilidad absoluta y estabilidad 
relativa y, a partir de ello, inferir que al no haber consagrado la 
Constitución vigente -como lo hizo su predecesora de 1979- la denominada 
estabilidad absoluta, toda protección restitutoria ante un despido arbitrario 
sería absolutamente inadmisible. Por el contrario, planteado en términos de 
derecho constitucional lo que interesa en el análisis es determinar si el 
contenido esencial de un derecho constitucional como el derecho al trabajo 
es o no respetado en su correspondiente desarrollo legislativo. Más 
precisamente, si la fórmula protectora acogida por el legislador respeta o no 
el contenido esencial del derecho al trabajo". 

De esta manera, una causa válida de despido solamente podrá ser alegada, 
sustentada y ejecutada mediante una sujeción a la normatividad sustantiva 
vigente así como en la  jurisprudencia laboral ordinaria y constitucional, los 
cuales prevén como objeto de extinción de la relación jurídica, entre otros, a 
través de las formas  y requisitos  permitidos por ley (inciso g) del artículo 16° 
de la LPCL)  y que esté relacionada con la capacidad o conducta del trabajador. 
Asimismo, en lo que respecta a la configuración de una falta grave, la misma se 
sujetará necesariamente a lo prescrito en el artículo 25° del Texto Único 
Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, previsto e n la LPCL. 

Con eso, la acreditación del despido, en base a la aplicación de los numerales 
23.1), 23.3) y 23.4) del artículo 23° de la NLPT y  concordante con el artículo 
37° del Texto Único Ordenado de la LPCL, constituir á una carga probatoria  
impuesta a ambas partes, en donde la acreditación de la causa justa del 
despido y el cumplimiento del procedimiento formal del despido l e 
corresponderá exclusivamente al empleador, mientras  que la ilegalidad o 
desproporcionalidad de la misma será a cuenta del p ropio trabajador . 
Asimismo, los artículos 31° y 32° de la propia LPCL  (a su vez) regulan el 
procedimiento formal que deberá observar todo empleador, al ser una garantía 
del derecho a un debido proceso, que implica tanto el otorgamiento del 
trabajador de la real posibilidad del ejercicio de su derecho constitucional de 
defensa, como la observancia ineludible del principio de inmediatez. 

DECIMO: Conforme a la aplicación del Principio de Inmediate z.- El 
Principio de Inmediatez se refiere a la potestad sancionadora o disciplinaria del 
empleador bajo la premisa de rapidez o conducta inmediata frente a la 
comisión de una falta o infracción por parte del trabajador; por ello, que la 
inmediatez es un requisito esencial de procedencia del despido12 referido al 
                                                 
12 Para la autora LUZ PACHECO ZERGA, en su trabajo denominado "La proporcionalidad del Despido: 
La Razonabilidad de una sanción", Revista Gaceta Constitucional, 51, Pág. N° 137 a 144, refiere que 
toda sanción debe observar el principio de inmediatez La falta de sanción oportuna se equiparara a una 
condonación de parte del empleador. No hay plazos máximos o mínimos en relación a la comisión de la 
falta si no, más bien, al conocimiento que tenga el empleador de dicha falta. La doctrina del TC distingue 
dos etapas en este principio: la cognoscitiva (conocer la falta) y la volitiva (decidir y comunicar la 
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transcurso del tiempo, que debe cumplir el empleador, equivalente -aunque no 
igual- a la caducidad, pues la misma  trata del trabajador, al momento de 
reclamar sobre el despido. De esta manera,  ambos institutos incorporan el 
elemento temporal en el accionar de las partes de la relación laboral, 
basándose en la dinámica que debe imperar en la misma, la que no puede 
tolerar la inacción o pasividad de una parte frente a una actuación irregular o 
lesiva de la otra. 
 
Así, desde el momento en que se produce el conocimiento pleno de la 
infracción, comenzará el proceso volitivo que se refiere a la activación de los 
mecanismos decisorios del empleador para configurar la VOLUNTAD del 
despido, ya que éste -por esencia- representará un acto unilateral de voluntad 
manifiesta o presunta del patrono; por lo que, este colegiado comparte el 
criterio por el cual el inicio del  proceso volitivo se encontrará sujeto a la 
evaluación de la gravedad de la falta13,  las repercusiones que causan al nivel 
de productividad así como a las relaciones laborales existentes en la empresa,  
el examen de los antecedentes del trabajador infractor y la conducta 
desarrollada en el centro de trabajo, para establecer si excedía los márgenes 
de confianza depositada en él.  
 
Desde esta perspectiva, la segunda etapa se encontrará dada por la decisión 
que dependerá de la complejidad que tenga la organización empresarial, pues 
mientras mayor sea la misma, las instancias que deberán intervenir en la 
resolución serán más numerosas, por el contrario, mientras su simplicidad sea 
evidente, bastará con su sola decisión, la que podrá ser adoptada en el más 
breve plazo. Entonces, la distancia entre estos dos procesos tendrá que ser 
diversa, pues la medición de la INMEDIATEZ resultará en términos relativos un 
tanto elástica, que hacen que su término pueda variar en forma razonable, 
dentro de cuyo rango son las partes las que tienen que justificar cuál 
representa la inmediatez suficiente de su proceder, para que el Juez con el 
Principio de Razonabilidad, confirme o no el término utilizado por el empleador. 
 
DECIMO PRIMERO: Para ello, el artículo 31º del Texto Único Ordenado del 
Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral 
aprobado por el Decreto Supremo N° 003-97-TR, así c omo su reglamento, han 
previsto: 
 

                                                                                                                                               
sanción). Asimismo, refiere que lo fundamental es que pueda apreciarse la razonabilidad del ejercicio de 
la potestad sancionadora entre la comisión de la falta y la imposición de la sanción. No se vulnera el 
principio de inmediatez cuando el procedimiento sancionador llevado a cabo por el empleador se realiza 
dentro de un plazo razonable y se respetan las garantías del debido proceso, que permite el ejercicio del 
derecho de defensa. Los términos o plazos existentes entre las etapas del principio de inmediatez varían 
de acuerdo a la complejidad de la falta cometida y/o de la organización empresarial. En consecuencia el 
principio de inmediatez puede calificarse de elástico y su observancia se delimita en base a las 
circunstancias concretas de cada caso, que dan la medida de su razonabilidad. 
13 GERMAN SERKOVIC G, "El Principio de Razonabilidad y el Despido" publicado en el Diario Oficial 
"El Peruano", de fecha 12 de julio de 2017, en el cual, en determinadas situaciones, el procedimiento 
interno orientado a establecer la responsabilidad del trabajador incurso en la falta grave no es sencillo y 
puede tomar un período extenso, más si el empleador debe ser en extremo cuidadoso para no incurrir en 
un despido fallido con el consiguiente pago de la indemnización legal o –incluso– la reposición. 
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“(...)El empleador no podrá despedir por causa relacionada con la conducta o con la 
capacidad del trabajador sin antes otorgarle por escrito un plazo razonable no menor 
de seis días naturales para que pueda defenderse por escrito de los cargos que se le 
formulan, salvo aquellos casos de falta grave flagrante en que no resulte razonable tal 
posibilidad o de treinta días naturales para que demuestre su capacidad o corrija su 
deficiencia. Mientras dure el trámite previo vinculado al despido por causa relacionada 
con la conducta del trabajador, el empleador puede exonerarlo de su obligación de 
asistir al centro de trabajo, siempre que ello no perjudique su derecho de defensa y se 
le abone la remuneración y demás derechos y beneficios que pudieran corresponderle. 
La exoneración debe constar por escrito. Tanto en el caso contemplado en el presente 
artículo, como en el Artículo 32º, debe observarse el principio de inmediatez (...)" 
Asimismo, la inmediatez es un requisito de procedibilidad del despido, es decir, 
un requisito esencial de forma referido al tiempo, el cual condiciona un 
procedimiento de despido, ya que su incumplimiento ocasionará la invalidez del 
despido; por ello, a través de los fallos recaídos en los expedientes N° 2339-
2004-AA/TC y N° 2349-2003-AA/TC, el propio Tribunal  Constitucional ha 
señalado: 
 
"(...) No lo es menos que dicha falta debió ser determinada como tal en la fecha en que 
presuntamente fue cometida, resultando inadmisible y contrario al principio de 
inmediatez que (...) la demandada pretenda responsabilizar a la recurrente por hechos 
respecto de los cuales no tomó las medidas pertinentes en el momento oportuno; por 
consiguiente, queda claro que lo que la demandada ha pretendido es eximirse de sus 
propias responsabilidades, sancionando a destiempo a la hoy demandante, lo que de 
ningún modo puede considerarse ejercicio regular de un acto conforme a derecho.» 
pues «(...) El recurrente pudo haber cometido una falta al no haber declarado dicha 
situación (...) pero no es menos que dicha falta debió ser determinada como tal en la 
fecha en que presuntamente fue cometida, resultando inadmisible y contrario al 
principio de inmediatez que, después de tantos años transcurridos, la demandada 
pretenda atribuirle tal falta (...)".  
 
DECIMO SEGUNDO: Sobre la figura jurídica del Despido Incausado 
desarrollado por la jurisprudencia.- El Despido Incausado, como es de 
conocimiento público, es una modalidad creada por la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, entre los cuales se encuentra el Exp. N° 976-2001-
AA/TC (Caso Llanos Huasco), por el cual se ha determinó que  se producirá tal 
tipo de despido si el empleador no acredita una justificación al cese de la 
relación laboral; por ello, con la finalidad de delimitar el tipo de interpretación 
con de los parámetros de un Despido Nulo, Fraudulento o Incausado; el 
Tribunal Constitucional ha precisado en forma concreta que la misma se 
sujetará a la siguiente causa: 
 
"Se despide al trabajador, ya sea de manera verbal o mediante comunicación escrita, 
sin expresarle causa alguna derivada de la conducta o la labor que la justifique" 
 
Por ello, con aquella modalidad, el demandante no podrá ser cesado por el solo 
hecho de considerar un supuesto de vencimiento de su contrato o la 
constitución de una falta grave no formulada; pues la legislación laboral vigente 
establece que procede el cese de un trabajador por causa justa relacionada 
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con su conducta o su capacidad14, siguiendo el procedimiento regulado para tal 
efecto. 
 
DECIMO TERCERO: Del caso en concreto (Agravio N° 01).- De los 
actuados, se aprecia que la parte demandada  sostiene que el cese de la 
relación laboral se produjo mediante una falta grave conforme a las causales 
contempladas en los incisos a) y d) del artículo 25° del Texto Único Ordenado 
del Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productivida d y Competitividad Labora, 
aprobado por el Decreto Supremo N° 003-97-TR; por l o que no es necesario 
que el empleador niegue el acceso al puesto de trabajo (el cual se produjo el 
22 de setiembre de 2018) para que se pueda constituir un despido incausado, 
por cuanto el trabajador ya se encontraba sujeto a un procedimiento 
disciplinario previo. 
 
Ante ello, el órgano jurisdiccional  ha considerado que se encuentra 
acreditado la construcción de un despido incausado, pues la parte empleadora 
aceptó la denegatoria del ingreso el 22 de setiembre de 2018, además de no 
haberse acreditado probatoriamente la apertura del procedimiento sancionador.  
 
DECIMO CUARTO:  Ahora bien, de la revisión de los actuados, este Colegiado  
Superior  advierte que, mediante el Acta de Constatación Policial expedida por 
la Comisaría PNP - Santa Anita (a fojas 148), conforme a la afirmación del 
Asesor de Servicios Bancarios, el demandante no podía ingresar a su centro de 
labores por disposiciones superiores y el cual no ha sido denegado por la parte 
emplazada. 
 
Asimismo, de la revisión del Acta de Verificación de Despido Arbitrario - Orden 
de Inspección N° 16607-2018 de fecha 26 de octubre de 2018 expedida por la 
Superintendencia Nacional de Fiscalización Nacional - SUNAFIL (fojas 149 a 
153), se aprecia nuevamente que la parte demandada no notificó el inicio de un 
procedimiento sancionador, por lo que no se aprecia una causa justificante por 
el cual se haya impedido a la parte demandante de ingresar a su centro de 
labores, constituyéndose de esta forma un despido incausado.  
 
DECIMO QUINTO: Para tal efecto, se deberá tener presente que el Tribunal 
Constitucional (tal como la ya mencionada sentencia recaída en el Exp. N° 
02939-2012-PA/TC- el TC) ya ha establecido que toda falta disciplinaria deberá 
ser consecuencia de un procedimiento disciplinario previo, en donde se respete el 
derecho de defensa del trabajador imputado y la sanción se encuentre acorde a la 
imputación establecida precedentemente; asimismo, reitera que el trabajador 
imputado tiene derecho a todos los medios probatorios por el cual se pueda 
imputar alguna falta grave posterior dentro de la casa de pre aviso y despido.  
 
En ese sentido, en la citada sentencia, el colegiado claramente ha sostenido: 
 
"(...) El artículo 31º de la referida norma legal establece que el empleador no podrá 
despedir por causa relacionada con la conducta o con la capacidad del trabajador sin 

                                                 
14 Artículo 22° del Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 728 – Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral, aprobado por Decreto Supremo N° 003-97-TR de fecha 27 de marzo de 1997. 
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antes otorgarle por escrito un plazo razonable no menor de seis días naturales para 
que pueda defenderse por escrito de los cargos que se le formulare, salvo aquellos 
casos de falta grave flagrante en que no resulte razonable tal posibilidad o de treinta 
días naturales para que demuestre su capacidad o corrija su deficiencia (...) Es por ello 
que habiéndose acreditado en autos que el demandante era un trabajador con una 
relación laboral de naturaleza indeterminada, solamente podía ser despido conforme al 
procedimiento dispuesto en el artículo 31º del Decreto Supremo N.º 003-97-TR (...)". 
Por esto, en las sentencias recaídas en los Exp. N° 03359- 2006-PA/TC y N° 00956-
2014-PA/TC, se podrá apreciar que "(...) También este Tribunal ha establecido en 
reiterada jurisprudencia (STC 03359- 2006-PA/TC, por todas) que el debido proceso —
y los derechos que lo conforman, por ejemplo el derecho de defensa— resultan 
aplicables al interior de la actividad institucional de cualquier persona jurídica, 
máxime si ha previsto la posibilidad de imponer una sanción tan grave como la 
expulsión. En tal sentido, si la (...) emplazada consideraba que el actor cometió alguna 
falta debió comunicarle, previamente y por escrito, los cargos imputados, 
acompañando el correspondiente sustento probatorio, y otorgarle un plazo prudencial 
a efectos de que -mediante la expresión de los descargos correspondientes -pudiera 
ejercer cabalmente su legítimo derecho de defensa (...) Por ello, en tanto derecho 
fundamental, se proyecta como principio de interdicción para afrontar cualquier 
indefensión, y como principio de contradicción de los actos procesales que pudieran 
repercutir en la situación jurídica de algunas de las partes, sea en un proceso o 
procedimiento, o en el caso de un tercero con interés (...)" 
 
En tal sentido, al apreciarse que la propia demandada ha reconocido en forma 
expresa que no notificó el inicio del procedimiento disciplinario sancionador, la 
falta grave constituye un hecho inexistente para este Colegiado, apreciándose 
una evidente vulneración al derecho constitucional del Debido Proceso y el 
Derecho de Defensa, pues se ha recortado esta garantía procesal con la 
emisión de la carta de despido y la extinción de la relación laboral por una 
presunta comisión de falta grave. En consecuencia, este Juzgado no aprecia 
que la sanción impuesta por la inexistente falta cometida pueda ser razonable,  
en tanto que en el procedimiento por falta grave se ha vulnerado en forma 
fehaciente el debido proceso.  
 
Por lo que, no  corresponderá amparar el agravio deducido por la pa rte 
demandada , debiendo confirmarse el extremo de la sentencia impugnada. 
 

..................... 

 
DECIMO SEXTO: Sobre el incumplimiento de obligaciones laborales e 
inobservancia del reglamento interno de trabajo que  supone el 
quebrantamiento de la buena fe laboral.- Sobre la causal prevista en el 
inciso a) del artículo 25° del Texto Único Ordenado  del Decreto Legislativo N° 
728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral regulado en el Decreto 
Supremo N° 003-97-TR, se deberá tener presente que la propia norma 
contempla lo siguiente: 
 
"El incumplimiento de las obligaciones de trabajo que supone el quebrantamiento de 
la buena fe laboral la reiterada resistencia a las órdenes relacionadas con las labores, 
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la reiterada paralización intempestiva de labores y la inobservancia del Reglamento 
Interno de Trabajo o del Reglamento de Seguridad e Higiene Industrial, aprobados o 
expedidos, según corresponda, por la autoridad competente que revistan gravedad 
(...)". 
 
Para ello, la doctrina ha definido sistemáticamente que la presente causal 
solamente se podrá referir a los deberes propios, específicos y concretos 
derivados de la función asignada por el empleador, derivados del contrato de 
trabajo, de las obligaciones asumidas en el reglamento interno de trabajo o del 
Ius Variandi, pues el mismo (es decir, el empleador) se encontrará facultado 
para sancionar la falta de diligencia  en el cumplimiento de las obligaciones 
contractuales, funcionales, señaladas en el reglamento interno o las 
transgresiones a la Buena Fe15; pues  no necesariamente el juzgador deberá 
valorar una consumación de daños o un perjuicio determinado, pues, 
solamente será suficiente advertir una afectación de los deberes de fidelidad y 
lealtad, las cuales se encuentran en el inciso a) del artículo 25° de la propia 
LPCL16.  
 
En consecuencia, será necesario recordar que la doctrina laboralista clásica 
reitera permanentemente que el contrato de trabajo no solo crea derechos y 
obligaciones de orden exclusivamente patrimonial, sino también en el ámbito 
personal, en cuanto apertura, por otra parte, una relación estable y continuada 
por el cual se exige la confianza recíproca en múltiples planos, en encontradas 
direcciones y sobre todo por un periodo prolongado de tiempo, conforme a las 
reglas de la Buena Fe y las reglas establecidas por el empleador dentro de su 
reglamento interno17. 
 
DECMO SETIMO: Así, en las Casaciones N° 11950-2015-Junín y N° 650 3-
2016-Junín, la Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte 
Suprema de la República ha reiterado expresamente: 
 
"Las obligaciones asumidas por las partes, con motivo del contrato de trabajo, no se 
limitan únicamente a las pactadas en el contrato escrito, sino que las mismas derivan 
también de las disposiciones normativas que la regulen. De allí que no resulte extraña 

                                                 
15En el ámbito propio del Derecho del Trabajo, el concepto de buena fe aparece entre los deberes 
laborales del trabajador, por el cual se obliga a cumplir con las obligaciones concretas de su puesto de 
trabajo, de conformidad a las reglas de la buena fe y diligencia; hasta tal punto el trabajador ha de adecuar 
su conducta a los parámetros que impone la buena fe contractual que se faculta al empresario a utilizar su 
poder disciplinario en su máxima expresión (Despido) para sancionar los incumplimientos contractuales 
laborales del trabajador que sean contrarios a la misma. CARRIZOSA PRIETO ESTHER, "Transgresión 
de la Buena Fe contractual y derechos del trabajador" , Revista TEMAS LABORALES, N° 74, 2004, 
Pág. 249-263. Asimismo, a través de la Casación N° 6503-2016-Junín, la Segunda Sala de Derecho 
Constitucional y Social Transitoria ha establecido que "En función de este principio, se impone la 
observancia del adecuado esfuerzo volitivo y técnico para realizar el interés del acreedor del trabajo 
(empleador), así como para no lesionar derechos ajenos (...) Manifestándose la importancia de dicho 
principio en las faltas graves contenidas en el artículo 25° del Decreto Supremo N°003-97-TR". 
16 TOYAMA MIYAGUSUKU JORGE, "El despido disciplinario en el Perú", Revista IUS ET 
VERITAS, N° 38, Pág. N° 129 -154 
16 Ídem, Pág. N° 139 
17 PLA RODRIGUEZ AMERICO “Los principios del Derecho del Trabajo”,  Segunda Edición , Edit. 
De Palma, Buenos Aires, 1980, Pág. N° 309. 
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la redacción del artículo 25° del Decreto Supremo N° 003-97-TR, cuando prevé que 
constituye falta grave, aquella infracción por parte del trabajador de los deberes 
esenciales que emanan del contrato de trabajo, entendiéndose por tal, no solo a las 
obligaciones taxativamente previstas en aquel, sino a todos aquellos deberes centrales 
del trabajador, tales como el deber de poner a disposición del empleador su fuerza de 
trabajo en el marco de obediencia, buena fe y diligencia (...) En ese sentido, la 
tipificación de la falta grave contenida en el inciso a) del artículo 25° del Decreto 
Supremo N° 003-97-TR, complementa la acción principal que es el incumplimiento de 
las obligaciones de trabajo con la frase que supone el quebrantamiento de la buena fe 
laboral, lo que no basta que se produzca un incumplimiento sino que esa omisión 
rompa la confianza depositada, anulando las expectativas puestas en el trabajo 
encargado y haga que la relación laboral se torne insostenible, siendo irrelevante que 
el incumplimiento ocasione algún perjuicio al empleador, ya que lo que se sanciona es 
el incumplimiento de las obligaciones de trabajo que supone el quebrantamiento de la 
buena fe laboral, siendo esto último lo que califica de lesivo el comportamiento del 
trabajador dando lugar a que se le sancione, siendo a partir de este criterio general de 
interpretación de la falta grave que debe examinarse las faltas imputadas", 
Asimismo, a través de la Casación N° 6503-2016-Juní n, la Corte Suprema 
precisa pues: 
 
"Atendiendo a lo expuesto en el fundamento que antecede, es preciso indicar que la 
norma denunciada como causal no exige la existencia de un perjuicio económico 
causado al empleador, sino que está referida únicamente al incumplimiento de las 
obligaciones de trabajo que supone el quebrantamiento de la buena fe laboral". 
 
DECIMO OCTAVO:  Además, a través de la Casación N° 6503-2016-Junin,  la 
Segunda Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema ha 
considerado: 
 
"El literal a) del artículo 25° de la citada norma, prevé como falta grave constitutiva de 
despido, el incumplimiento de las obligaciones de trabajo que supone el 
quebrantamiento de la buena fe laboral, (...) Siendo relevante para el caso concreto, el 
extremo referido al incumplimiento de las obligaciones de trabajo que supone el 
quebrantamiento de la buena fe laboral, toda vez que aquel ha sido el sustento jurídico 
de la recurrente para desvincular a la demandante (...) Es así, que observamos que las 
obligaciones asumidas por las partes, con motivo del contrato de trabajo, no se limitan 
únicamente a las pactadas en el contrato escrito, sino que las mismas derivan también 
de las disposiciones normativas que la regulen. De allí que no resulte extraña la 
redacción del artículo 25° del Decreto Supremo N° 0 03-97-TR, cuando prevé que 
constituye falta grave, aquella infracción por parte del trabajador de los deberes 
esenciales que emanan del contrato de trabajo, entendiéndose por tal no solo a las 
obligaciones taxativamente previstas en aquel, sino a todos aquellos (…) deberes 
centrales del trabajador, tales como el deber de poner a disposición del empleador su 
fuerza de trabajo en el marco de obediencia, buena fe y diligencia (...) En ese sentido 
(...) no basta que se produzca un incumplimiento sino que esa omisión rompa la 
confianza depositada, anulando las expectativas puestas en el trabajo encargado y 
haga que la relación laboral se torne insostenible, siendo irrelevante que el 
incumplimiento ocasione algún perjuicio al empleador, ya que lo que se sanciona es el 
incumplimiento de las obligaciones de trabajo que supone el quebrantamiento de la 
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buena fe laboral, siendo esto último lo que califica de lesivo el comportamiento del 
trabajador dando lugar a que se le sancione, siendo a partir de este criterio general de 
interpretación de la falta grave que debe examinarse las faltas imputadas"  
 
Para tal fin, reiterando las premisas anteriores, mediante la Casación N° 11950-
2015-Junín, la Corte Suprema ha detallado que no es necesario que se 
acredite un perjuicio económico para poder considerar la configuración del 
inciso a) del artículo 25° de la LPCL, por cuanto: 
 
"(...) La norma denunciada como causal no exige la existencia de un perjuicio 
económico causado al empleador, sino que está referida únicamente al incumplimiento 
de las obligaciones de trabajo que supone el quebrantamiento de la buena fe laboral, lo 
cual sí se ha acreditado en autos, puesto que en las cartas de preaviso y de despido 
cursadas al accionante se ha determinado claramente cuáles son las infracciones 
atribuidas a la conducta del trabajador, regulada como negligencia en el ejercicio de 
funciones, conforme está estipulado en el inciso j) del artículo 81° del Reglamento 
Interno de Trabajo ya citado y en el Manual de Políticas de Microempresa (que corre 
de fojas quinientos sesenta y seis a quinientos ochenta y nueve), además de haberse 
establecido cómo se produjeron las faltas, lo cual dio lugar al despido del actor, por lo 
cual corresponde declarar fundada la causal denunciada" 
 
DECIMO NOVENO: Sobre la falta grave por brindar información falsa  al 
empleador.- El inciso d) del artículo 25° del Texto Único Orden ado del Decreto 
Legislativo N° 728, Ley de Productividad y Competit ividad Laboral aprobado 
por el Decreto Supremo N° 003-97-TR, ha previsto: 
 
 "Falta grave es la infracción por el trabajador de los deberes esenciales que emanan 
del contrato, de tal índole, que haga irrazonable la subsistencia de la relación. Son 
faltas graves (...) La información falsa al empleador con la intención de causarle 
perjuicio u obtener una ventaja; y la competencia desleal (...)".   
 
De esta manera, se podrá apreciar que la presente causal tratará de proteger la 
honradez como una norma esencial de conducta que deberá  caracterizar el 
comportamiento global de un trabajador frente a quien le proporciona la 
oportunidad de desarrollar una labor productiva18. 
 
Por ello, el término honradez no se limitará únicamente al respeto que se 
deberá guardar  frente a lo que no nos pertenece por ser ajeno o brindar una 
información oportuna (del empleador o de los otros trabajadores), sino que 
alcanzará dimensiones mayores al identificarse con expresiones que guardarán 
una relación con el término integridad o rectitud en el obrar19, pues el carácter 
valorativo no será un elemento incondicional para poder advertir la 
configuración de una falta, al apreciarse mayormente aquellos resquicios de un 

                                                 
18 GRUPO DE TRABAJO DE ANALISIS LABORAL, “La apropiación de bienes constituye una falta 
grave con prescindencia de su valor”,  Revista Análisis Laboral, Enero 2010, Pág. N° 47 - 49. Podrá 
revisarse el texto a través del siguiente link:  
http://www.aele.com/system/files/archivos/infoespe/Falta%20Grave%20Apropiaci%C3%B3n%20de%20
bienes.pdf 
19 Ídem, Pág. N° 48  
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proceder que no solo se pueda concluir que una conducta sea respetable y en 
cuanto la misma calificarla como digna y merecedora de una confianza dentro 
de la relación laboral20. 
 
VIGESIMO: Asimismo, se deberá tener presente que el término honradez y la 
lealtad no podrá ser entendida como un comportamiento  de carácter parcial, 
dado que la finalidad de la presente regulación será evitar la interpretación de 
un contenido diminuto y peyorativo de sus alcances, pues el propio inciso d) del 
artículo 25° de la LPCL ha normado expresamente que  proporcionar una 
información falsa será base para la constitución de la presente falta grave.      
 
Tan es cierto lo afirmado, que (a través de las Casaciones N° 2786-2007-ICA y 
N° 2147-2004-Lima) la Corte Suprema de la República  ha tipificado la presente 
causal en base a que: 
 
"(...) Material u objetivo es el dato falso que el trabajador suministra al empleador; 
pero para que se configure la falta es necesario que concurra un elemento subjetivo, el 
animus nocendi del trabajador para obtener una ventaja para sí (...)" pues "(...)Se ha 
verificado que el trabajador ha usado información falsa para mantener en error a su 
empleadora y prosiguió cobrando las cuotas de la obligación concursal pese a que 
tenía pleno conocimiento que el monto reconocido era errado, lo cual va en detrimento 
económico de la empresa (...)" 
 
VIGESIMO PRIMERO: Del caso en concreto (Agravio N° 02).- De los 
actuados, la parte demandada  sostiene que la Judicatura ha incurrido en error 
al momento de sustentar la constitución de un despido incausado, pues no se 
ha considerado que el trabajador ha sido despedido por una causal de falta 
grave, por cuanto se realizaron depósitos fraudulentos en beneficio de la 
señora Olivia Oruñña conforme a una venta ficticia y cuya información ha sido 
tergiversada al empleador 
 
De ello, el órgano jurisdiccional de primera instancia  ha considerado que se 
encuentra acreditado la consumación de un despido incausado, pues el 22 de 
setiembre de 2018, se impidió el ingreso a su centro de trabajo; por lo que 
corresponderá la acción de la reposición al puesto de trabajo. 
 
De esta manera, de la revisión de los actuados, este Colegiado Superior  
advierte que, de los fundamentos citados en los párrafos precedentes, se 
aprecia que la sentencia ha sido confirmada por existir elementos razonables 
de la constitución de un despido incausado por vulneración de derechos 
fundamentales (Debido Proceso y la Defensa); en consecuencia, se ha 
declarado fundada.  
 
Por lo que carece de sentido lógico pronunciarse sobre los presentes agravios 
formulados. 
 

                                                 
20  TOYAMA MIYAGUSUKU JORGE en su obra "El despido disciplinario en el Perú", Revista IUS ET 
VERITAS, N° 38, Pág. N° 129 -154.  
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En ese sentido, no corresponderá amparar el agravio deducido por la pa rte 
demandante , debiendo confimarse el extremo de la sentencia impugnada.  
 

..................... 

 
 
III. PARTE RESOLUTIVA: 
 
Por los fundamentos expuestos, este Colegiado, con la autoridad  que le 
confiere   el artículo 138º de la Constitución  Política del Perú y la Ley,  
impartiendo justicia en nombre de la Nación. 
 
 
 

HA RESUELTO: 

 
1.- CONFIRMAR la Sentencia N° 166-2018-13° JTPL/PJLL LEY N° 29497  
contenida mediante Resolución N° 02, de fecha 05 de  junio de 2019, en el cual 
se declaró fundada en parte, declarando lo siguiente: 
 
a) Declarar la constitución de un despido incausado, el cual fuera realizado el 
22 de setiembre de 2018, ordenando la reposición a su puesto de trabajo o uno 
de similar categoría. 
b) Ordenar la improcedencia del pedido de rechazo de la demanda y declarar 
fundado la solicitud de sustracción de la materia, ordenando la conclusión del 
proceso en el extremo referido al cese de actos de hostilidad. 
c) Condenar a la parte demandante en el pago de costas y costos procesales 
en base a 2UIT, más el 5% en beneficio del Colegio de Abogados de Lima. 
 
 
En los seguidos por CHRISTIAN JOEL LEVANO CULQUI contra la empresa 
BBVA BANCO CONTINENTAL,  sobre Reposición por Despido Incausado; y los 
devolvieron al juzgado de origen.- 

LJBB 

 
 


